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1. Premisas 


Introducir o considerar el concepto de ética en materia ambiental y de 
desarrollo sustentable implica hacerlo al menos en dos dimensiones: a) 
una relacionada con lo público específicamente con los llamados bienes 
públicos en un sentido económico y, b) otra relacionada con círculos 
concéntricos de solidaridad y responsabilidad (con respecto a distintos 
conglomerados sociales, generaciones futuras y, ecosistemas y espe- 
cies). 


2. Bienes privados 


Los bienes privados son aquellos que se generan espontáneamente 
en mecanismos de mercado, y que poseen propiedades claras de exclu- 
sividad y rivalidad (en términos económicos). Sobre este tipo de bienes, 
los valores de individuos o consumidores tienen una expresión o de- 
manda económica que se manifiesta a través de un sistema de precios y 
de la respuesta de distintos productores u oferentes. En estricta teoría, 
en el contexto de mercados competitivos y en ausencia de fallas 
institucionales y de mercado, este mecanismo arrojaría una asignación 
eficiente de los recursos de la sociedad (Varian, 1980), que expresa a 
nivel agregado los valores más extendidos en la sociedad. 


3. Bienes públicos 
No todas las preferencias o valores se expresan de la manera anterior. 
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Sabemos de la generalidad con que existen y se presentan distintas fa- 
llas de mercado, como lo son los monopolios naturales, las externalidades, 
los problemas de falta de información o de información asimétrica y, 
por supuesto, los bienes públicos (Samuelson, 1955). El caso de los 
bienes públicos es de particular importancia en una perspectiva ética del 
medio ambiente y de las políticas pertinentes, por lo que vale la pena 
abordarlo con algún detalle. 

Casi cualquier problema ambiental puede interpretarse como un pro- 
blema de bienes públicos, en la medida en que los sistemas biofísicos y 
los bienes y servicios ecológicos que ofrecen rara vez son apropiables 
de manera privada, son no exclusivos y no rivales, y en ocasiones son 
saturables y no divisibles (Randall, 1993). Es por ello que no se ofrecen 
de manera automática en las cantidades y condiciones deseables por la 
sociedad (biodiversidad, aire limpio, agua de calidad, estabilidad 
climática, elementos escénicos y paisajísticos, etc.). Su provisión exige, 
entonces, de la acción colectiva en la mayor parte de los casos encabe- 
zada por el Estado (como representante del interés colectivo), o bien, 
por grupos sociales o comunidades bien definidas (recordemos que la 
responsabilidad esencial y razón de ser del Estado es precisamente la 
provisión de bienes públicos) (Olson, 1965). 

Ofrecer bienes públicos ambientales requiere de diversas soluciones 
institucionales en donde se combinen en dosis casuísticas la regulación 
o la provisión directa por parte del Estado, la acción colectiva de comu- 
nidades o grupos sociales a través de la cooperación, y el establecimien- 
to de derechos de propiedad privada y la creación de nuevos mecanis- 
mos de mercado (Ostrom, 1990). 


4. Valores intrínsecos y ética 


En todo ello hay una clara dimensión ética, cuando la demanda y la 
provisión de bienes públicos obedece a preferencias individuales y so- 
ciales (diríamos altruistas) que favorecen a otras personas y grupos hu- 
manos, a generaciones futuras, o a otras especies y formas de vida. Di- 
cho de otra forma, existe una fuente ética en las preferencias y decisio- 
nes en materia de bienes públicos en el momento en que se trata con 
valores intrínsecos o de existencia, de opción, o de tipo indirecto; esto 
es, cuando no son objeto de interés explícito cosas o valores de uso 
directo apropiables de manera individual o privada o vinculados de 
manera inmediata al bienestar personal (Pearce, 1991). 
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Entre los bienes públicos ambientales que pueden identificarse en 
esta categoría destacan la biodiversidad en su conjunto y las especies 
carismáticas, la permanencia de ciertos recursos naturales, y también, la 
estabilidad climática global a largo plazo, entre otros. Es obvio que la 
muerte y extinción, por ejemplo, de ballenas, delfines, jaguares, tapires 
O águilas arpías, o bien, el exterminio de ciertos ecosistemas no afecta 
apreciablemente al bienestar material de la población urbana (por más 
acrobacias argumentativas que se intenten). Sin embargo, es en ese sec- 
tor, sobre todo en sociedades avanzadas, donde se han generado las pre- 
ferencias más intensas a favor de su conservación. Es difícil explicar 
esas preferencias sin echar mano de valores intrínsecos que tienen una 
fuerte dimensión ética. 

El símil más cercano es el respeto a los derechos humanos (otro bien 
público). Nos indignan a todos las matanzas de Sebrenica, Kosovo y 
Ruanda, e incluso hoy en día aceptamos y exigimos el uso de la fuerza 
multinacional para evitarlas o detenerlas. Ahí no hay nada que nos afec- 
te en nuestro bienestar material, sólo en lo más elemental y profundo de 
nuestras convicciones y preferencias morales. Lo mismo puede decirse 
de la pobreza extrema, de los totalitarismos y las dictaduras y de la falta 
de libertades. Todo ello nos preocupa aunque ocurra en otras latitudes, y 
en diferentes medidas estamos dispuestos a hacer algo para remediarlo. 
También, aunque podamos vivir sin problema alguno en su ausencia, 
nos conmueve e irrita que se diezmen a las poblaciones de vaquita ma- 
rina y de lobo mexicano, al igual que los bosques mesófilos, las selvas 
deciduas, los arrecifes coralinos y los manglares. 

Nos preocupa igualmente la contaminación por derrames de hidro- 
carburos en las Galápagos y en Alaska, y la caza de ballenas minke por 
parte de japoneses y noruegos, al grado de que muchos están dispuestos 
a arriesgar su vida para impedirlo, aún sabiendo que esa especie no 
corre peligro alguno de extinción; al igual que los delfines, cuya protec- 
ción ha justificado embargos y conflictos comerciales. Se trata en todos 
estos casos, de bienes públicos a los cuales se les adjudica un alto valor 
intrínseco, ético o moral. De hecho, puede decirse que las causas am- 
bientales que más concitan demandas políticas a gobiernos, el activismo 
de ciudadanos y la disposición a pagar por parte de consumidores (so- 
bre todo en sociedades desarrolladas) se relacionan con la biodiversidad 
en general y con especies y ecosistemas carismáticos en particular, los 
cuales van quedando cubiertos por un manto cada vez más amplio de 
solidaridad transhumana. 
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5. Desarrollo, ética y medio ambiente 


Es necesario reconocer la correlación entre niveles altos de ingreso 
con la vigencia de ese tipo de valores, argumento que, por otro lado, se 
añade a la evidencia sobre la sustentabilidad ambiental como algo vin- 
culado al grado de desarrollo económico y social de los países (WEF, 
2002;: CESPEDES, 2001). Sin duda, estamos ante un silogismo difícil 
de interpretar cómodamente: nivel de desarrollo económico, ética, me- 
dio ambiente y sustentabilidad. 

El sentido de solidaridad (desde luego, ético) se despliega en círculos 
concéntricos que se van ampliando conforme avanza el nivel de desa- 
rrollo de las sociedades humanas. Primero, el mandato de los genes 
(adecuación genética) establece lazos muy firmes de solidaridad hacia 
la descendencia más directa. Al ascender en la escala de complejidad y 
sofisticación, éstos se extienden hacia el clan y la raza, más adelante a 
los ciudadanos compatriotas, después a otras razas y pueblos hasta al- 
canzar a la humanidad entera. En su momento, surgen y crecen relacio- 
nes de compasión y responsabilidad hacia otras especies no humanas, 
cuya existencia y bienestar constituyen en sí mismos bienes públicos. 

Aunque la biodiversidad y ciertas especies y ecosistemas carismáticos 
ofrecen el ejemplo más diáfano de bienes públicos con alto valor intrín- 
seco O ético, hay muchos otros temas ambientales que comparten en 
mayor o menor medida este denominador común. 

Estas ideas abren la puerta de manera inmediata a opciones distinti- 
vas de política pública, más aún, si se toma en cuenta que los valores in- 
trínsecos, de opción e indirectos son mucho más relevantes (y éticamente 
más robustos) que visiones productivistas basadas en la producción de 
valores de uso directo apropiables de manera privada (aunque se trate 
de un manejo “integral” o “sustentable” de recursos naturales). Como lo 
que se pretende aquí es proteger y crear bienes públicos, estamos obli- 
gados a aplicar los poderes reguladores del Estado sobre distintas con- 
ductas sociales, a promover la cooperación social, a establecer y reco- 
nocer derechos de propiedad, y a aplicar nuevos mecanismos de inter- 
cambio económico capaces de expresar preferencias éticas-ambientales 
y de movilizar el financiamiento necesario. No olvidemos que todo tie- 
ne un costo de oportunidad que debe ser asumido o pagado por alguien, 
incluyendo, por supuesto, a la conservación de la biodiversidad o a la 
provisión de cualquier otro bien público ecológico. 
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6. ¿Quién paga?: pobreza y medio ambiente 

Al hablar de “pagar” surge de inmediato una pregunta con otro indu- 
dable contenido ético: ¿quién paga? la cual se encuentra al centro de 
cualquier discusión sobre políticas públicas ambientales y que nos re- 
mite a una discusión obligada sobre la pobreza y el medio ambiente. 

En los últimos años, en México y en otros países y ámbitos 
institucionales internacionales, un enfoque productivista de política 
ambiental se ha asociado con un propósito de combate a la pobreza, 
tema, este último, que, sin duda, debe ocupar uno de los primeros luga- 
res en la agenda de problemas nacionales (CESPEDES, 2000). 

La pobreza es el saldo histórico de un complicado entrecruzamiento 
de procesos culturales, institucionales, políticos, civilizatorios, demo- 
gráficos y económicos que asola países enteros y, en México, a amplias 
regiones de nuestro territorio y sectores de la población. No es posible 
aquí hacer una reflexión sobre las causas o sobre la incidencia diferen- 
ciada de la pobreza (¿por qué se ensaña con ciertos lugares y sectores de 
población y no con otros?); tampoco sobre las políticas e instrumentos 
que podrían contribuir a mitigarla. Sin embargo, lo que sí podemos y 
debemos afirmar es, por un lado, que la pobreza representa el mayor 
desafío que muchos países deben enfrentar en las próximas décadas y, 
por otro, que sus orígenes, dinámica y transmisión intergeneracional 
son asuntos altamente complejos que escapan a los instrumentos y ám- 
bitos de aplicación de la política ambiental. 

Los medios y los fines de la política ambiental, para poder operar y 
ser funcionales, deben ser esencialmente autónomos, aunque en ocasio- 
nes sean concurrentes o sinérgicos con medios y fines de política social 
(oportunidades que deben aprovecharse). Tal podría ser el caso de una 
política compensatoria aplicada a productores rurales como pago o in- 
centivo para la producción (conservación) de bienes públicos ambienta- 
les; un PROCAMPO o un PROGRESA ecológicos (programas oficiales 
de subsidios al campo) serían excelentes ejemplos de ello y que, por 
cierto, exigirian una amplia coordinación intersectorial de políticas. 

Sin embargo, exigirle a los instrumentos de política ambiental resul- 
tados más allá de su vocación y alcance real equivale a desvirtuarlos y a 
obscurecer una verdadera rendición de cuentas sobre los efectos tangi- 
bles de su aplicación. Significa duplicar y malgastar recursos presu- 
puestarios para tratar de competir y sustituir, sin ninguna posibilidad de 
éxito, a otras instancias de la administración pública, algo que además 
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genera conflictos por invasión de competencias. Tomando una licencia 
metafórica de las matemáticas, digamos que un sistema de n incógnitas 
requiere de n ecuaciones independientes para su solución no trivial; en 
nuestro caso, cada objetivo de política (social o ambiental) exige su 
propio instrumental específico. 

Los instrumentos de política ambiental no están concebidos ni prepa- 
rados para combatir directamente a la pobreza, como tampoco lo están 
para afrontar otros grandes problemas nacionales como la inseguridad 
pública, el rezago educativo u otros que están lejos de su influencia 
inmediata. 

El único cauce que la política ambiental tiene para contribuir a aliviar 
la pobreza es cumplir de manera efectiva sus fines expresos; recorde- 
mos que casi siempre, quienes más sufren con el deterioro ambiental 
son los grupos de más bajos ingresos, trátese de la contaminación del 
agua, del aire y de los suelos, o de la degradación de ecosistemas y re- 
cursos naturales. Los casos más patentes se observan en los desastres 
meteorológicos; en la pérdida de recursos indispensables para la subsis- 
tencia que conllevan la deforestación y la erosión o el agotamiento de 
especies; en la vida junto a tiraderos de basura urbana o de residuos 
peligrosos, o en cuencas hidrológicas altamente contaminadas; en los 
daños a la salud que provoca una mala calidad del aire; en el peligro de 
habitar junto a instalaciones de alto riesgo y, en la escasez de agua para 
el consumo humano o para la agricultura, y también para el suministro 
ecológico a ecosistemas acuáticos de los cuales dependen la pesca y 
otras actividades productivas. Combatir con denuedo y eficacia esas 
circunstancias de degradación ambiental es la contribución más sólida y 
trascendente que puede hacer la política ambiental para reducir la po- 
breza desde una perspectiva ética. 

Es cierto que puede existir una relación de refuerzo mutuo entre po- 
breza y medio ambiente establecida férreamente a través de diferentes 
vías. También es verdad que en circunstancias de pobreza los instru- 
mentos de regulación ambiental llegan a ser redundantes por la estre- 
chez de los espacios de ajuste en las conductas de actores sociales y 
económicos. En consecuencia, en muchas ocasiones es muy difícil re- 
solver problemas ambientales sin dar una respuesta a problemas de po- 
breza e inequidad social. Es en esos casos donde deben entrar en juego 
nuevos mecanismos de coordinación intersectorial de políticas, de tal 
forma que diversas secretarías o instancias de la administración pública 
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apliquen sus recursos y capacidades de manera concertada. De eso de- 
pende la integralidad en las políticas públicas ambientales con respecto 
a la pobreza, no de un voluntarismo institucional aislado 

Con respecto a la biodiversidad, el tema de la pobreza obliga una 
reflexión ética inevitable. En países subdesarrollados la población rural 
es la de más bajos ingresos, mientras que es ella quien tiene la interacción 
más directa con los ecosistemas a través de distintos medios producti- 
vos que por lo general son de simple subsistencia. Es sabido que de ahí 
resulta el componente más grande de la deforestación, que a su vez es 
consecuencia de la colonización, desmontes, agricultura itinerante y 
pastoreo extensivo en un marco de fuertes presiones demográficas, con- 
diciones de propiedad común o libre acceso y conflictos agrarios. Es 
evidente que aquí, no sólo la viabilidad de las políticas ambientales de 
conservación, sino la eficiencia económica y la ética, demandan una 
secuencia que reconozca los derechos de propiedad a los pobladores 
rurales, que les compense los costos de oportunidad por actividades 
agropecuarias no realizadas, y que a través de instrumentos contractua- 
les la sociedad los considere como proveedores de bienes públicos aso- 
ciados a la biodiversidad. En términos económicos, se trataría de una 
internalización de costos y de beneficios. 


7. Internalización, equidad y ética 


La prescripción de la internalización de costos( Pigou, 1920) es algo 
ya típico de la teoría económica neoclásica en su rama ambiental. Aun- 
que normalmente se le vincula a imperativos de eficiencia y optimalidad, 
es obvio que puede descubrirse en este concepto una importante dimen- 
sión ética. Ésta tiene que ver con la idea de que todos debemos asumir 
totalmente las consecuencias económicas (privadas y públicas) de nues- 
tras conductas individuales como productores o consumidores. Se co- 
noce popularmente como el que contamina, paga o el que usa y deterio- 
ra los recursos naturales, paga. Si es difícil oponerse a ello a partir de 
una óptica de eficiencia, el principio resulta insoslayable si partimos 
desde una perspectiva de equidad. No es aceptable, en principio, que 
otros asuman los costos sociales o externos provocados por alguien más. 
Las excepciones sólo podrían encontrarse cuando se trata de grupos de 
pobreza extrema, situaciones en las cuales es preciso reconocerles dere- 
chos de propiedad para invertir el argumento (hacia una internalización 
de beneficios), o bien, aceptar la necesidad de transferencias, subven- 
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ciones, compensaciones o subsidios. En todo caso, conviene destacar 
que la aplicación del concepto de internalización conlleva un contenido 
ético. 


8. Mercados financieros, medio ambiente y ética 


En los últimos años se han desarrollado de manera exponencial en 
los países avanzados los llamados ethical investment funds (Domini, 
2001). Se trata de fondos de pensiones u otro tipo de fondos institucionales 
de inversión que tienen una importante componente ambiental. Sólo 
invierten en activos de empresas que pueden acreditar un desempeño 
ambiental impecable o sustentable. La evidencia muestra que su rendi- 
miento financiero es similar o superior a los fondos convencionales, por 
lo que ha quedado claro que a nivel microeconómico la sustentabilidad 
también es un buen negocio a largo plazo. Esta práctica se basa en me- 
canismos de acreditación y certificación, normas internacionales y dife- 
rentes indicadores o sistemas de reporte que son generados por las em- 
presas y evaluados por distintos analistas, intermediarios financieros y 
operadores de los propios fondos éticos. 

Es curioso así, para muchos, que el capitalismo en su expresión más 
emblemática en los mercados financieros, sea capaz de inducir conduc- 
tas concurrentes con distintos bienes públicos asociados a valores in- 
trinsecos en materia ambiental (CDG,1998). Los inversionistas simple- 
mente expresan sus preferencias éticas, mientras que las diferentes dis- 
tancias y mecanismos financieros las satisfacen. Desde luego que esto 
sucede, nuevamente, en las sociedades y países avanzados de Europa y 
Norteamérica. 

Esto ha llevado, por ejemplo, a la creación del Dow Jones 
Sustainability Group Index, que se refiere a un conjunto de 200 empre- 
sas de alcance global que mantienen un notable liderazgo en materia 
ambiental (Environmental Finance, 2002). El desempeño relativo de 
este grupo de empresas en los mercados accionarios con respecto al 
resto de las empresas que participan en el Dow Jones corrobora lo dicho 
líneas arriba: no sólo no hay conflicto entre sustentabilidad y rendi- 
miento financiero sino que ambos principios se refuerzan mutuamente. 
Las razones de todo ello se encuentran en la correlación que hay entre la 
sustentabilidad a largo plazo y la calidad gerencial de las empresas, su 
visión estratégica, su sensibilidad a las demandas de los consumidores, 
su bajo riesgo, bajo costo de capital, sus buenas relaciones con las co- 
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munidades y los gobiernos, y la búsqueda y el aprovechamiento conti- 
nuo de nuevas oportunidades de mercado en un mundo en donde tienen 
un peso creciente las preferencias ambientales. 


Conclusión 


Los valores o la ética predominantes en una sociedad se traducen en 
preferencias y en demandas reflejadas a través de mercados y codifica- 
das en el sistema de precios. En una sociedad donde los individuos son 
libres de elegir y de decidir, el mercado es la expresión económica de 
esas libertades. Los mercados no prejuzgan sobre valores o preferen- 
cias, pero sí pueden materializarlos de manera eficiente. La ética o la 
formación de valores es ajena a la economía, excepto por la correlación 
que existe entre altos niveles de educación y de ingreso y preferencias 
más acentuadas por bienes públicos, particularmente por valores intrín- 
secos asociados a factores o procesos ambientales. 

Un reto que no puede verse de soslayo en materia de medio ambiente 
y ética, es, por un lado, encontrar la manera de generalizar y fortalecer 
preferencias que favorezcan una valorización intrínseca de especies, 
ecosistemas, elementos y sistemas biofísicos naturales. Por otro lado, 
radica en generar mecanismos adecuados de expresión de tales prefe- 
rencias. En un contexto de libertades económicas y de democracia polí- 
tica, el desafío pasa por el funcionamiento eficiente de mercados rele- 
vantes, con la ayuda, en su caso, de la acción del Estado y de la coope- 
ración comunitaria. 
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